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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 802/2021/3
PARTE ACTORA: 

CRISTIAN ADRIÁN MARTÍNEZ BÁRCENAS
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ JORGELINA BUENDÍA HERNÁNDEZ
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, ocho de marzo de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 802/2021/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el diez de noviembre de dos mil veintiuno, Cristian Adrian Martínez Bárcenas, compareció por derecho propio a demandar a la autoridad y respecto del acto que enseguida se precisan:

“II. AUTORIDAD DEMANDADA

A) DIRECTOR DE COMERCIO Y GIROS MERCANTILES DEL AYUNTAMIENTO DE SANTA MARÍA DEL RÍO, SAN LUIS POTOSÍ. (...)

B) INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN DE COMERCIO Y GIROS MERCANTILES DEL AYUNTAMIENTO DE SANTA MARÍA DEL RÍO, SAN LUIS POTOSÍ, de nombre MARCO ANTONIO BALLINA TENORIO, (...)

C) INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN DE COMERCIO Y GIROS MERCANTILES DEL AYUNTAMIENTO DE SANTA MARÍA DEL RÍO, SAN LUIS POTOSÍ de nombre J, ROSARIO SALAZAR SALAZAR, (...)”
...

“IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA:
LA ORDEN DE CLAUSURA DEL ESTABLECIMIENTO COMERCIAL DENOMINADO “DEPOSITO EL BOULEVARD”, (...) Y, COMO CONSECUENCIA DE ELLO, LA COLOCACIÓN DE SELLOS DE CLAUSURA, en el establecimiento comercial citado.”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El trece de diciembre de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, previo requerimiento que le fuera formulado al actor; se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar solicitada.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del dos de marzo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales ofertadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes hizo uso de tal derecho; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracciones I y V, 9º fracción I, 24, 28, facción I, 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se trata de un juicio de nulidad, cuyo acto es atribuible a una autoridad municipal sobre la que esta Sala ejerce jurisdicción además que se trata de una sanción por infracciones a un ordenamientos administrativo.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda y de la atención que el actor dio al requerimiento formulado en proveído de veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, se advierte que como acto impugnado señaló:
“IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA:

LA ORDEN DE CLAUSURA DEL ESTABLECIMIENTO COMERCIAL DENOMINADO “DEPOSITO EL BOULEVARD”, (...) Y, COMO CONSECUENCIA DE ELLO, LA COLOCACIÓN DE SELLOS DE CLAUSURA, en el establecimiento comercial citado.”
De lo anterior tenemos que el acto impugnado consiste en la clausura del establecimiento comercial ubicado en calle Juan Santa María número 74, del Barrio de San Juan, en Santa María de Río, San Luis Potosí, contenida en el acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, acto que se tiene por acreditado con el documento que fue exhibido en original visible a foja 15 de autos, al que se le otorga valor probatorio pleno conforme al artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de donde se obtiene la certeza del acto impugnado.

En ese orden, la litis en este procedimiento versará en determinar la legalidad o ilegalidad de la multa, al amparo de las consideraciones de invalidez planteadas por la actora.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Conocimiento 
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda
	Días inhábiles

	16 de octubre de 2021
	16 de octubre de 2021
	18 de octubre al 01 de diciembre de 2021

	10  de noviembre de 2021
	23, 24, 30 y 31 de octubre, 01, 02, 06 y 07 de noviembre de 2021


Como puede advertirse del cuadro reproducido, la demanda de nulidad fue promovida en tiempo, dado que a la fecha de su presentación se encontraba transcurriendo el plazo correspondiente.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con el numeral 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, documento valorado con anterioridad, del que se desprende que en el referido acto se señala como infractor al aquí demandante y que se adminicula con el original de la licencia para venta de cerveza número 923, que lo acredita como propietario del establecimiento objeto de la clausura; por lo que del enlace de dichos medios de convicción revelan el hecho de que el aquí impetrante cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio, al ser destinatario del acto impugnado.
En otro orden, las autoridades enjuiciadas justificaron su personalidad y legitimación, conforme al documento relativo a su nombramiento, el que consta a fojas 46, 48 y 50 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Se procede a analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Se desprende que del examen general practicado al sumario, no se advierte causal alguna que esta Sala deba hacer valer de oficio, por lo que procede el análisis de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, son visibles a fojas 04 a la 10 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, el primer concepto de impugnación hecho valer por el actor resulta fundado y suficiente para conceder la nulidad del acto controvertido.

Debe precisarse que esta Sala, al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión de nulidad de la actora, está facultada para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado
, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
 

A. Problema jurídico.

El actor señala en su primer concepto de impugnación que su negocio fue clausurado sin que mediara una orden escrita expedida por autoridad competente, ya que dicho acto fue llevado a cabo por quienes dijeron ser inspectores, sin que hubiere constancia de que se hayan identificado como tal al momento de la diligencia, además de carecer de facultades para ordenar y en el mismo acto llevar a cabo la clausura que se impugna. 
En atención a lo anterior, la cuestión a dilucidar se centra en lo siguiente: ¿la clausura del establecimiento comercial del actor se dictó por autoridad competente? 
B. Decisión.

A juicio del Titular de esta Tercera Sala Unitaria, quien en acatamiento a lo señalado por el artículo 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, advierte que conforme al agravio sintetizado, se desprende que el documento impugnado adolece de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora, resultando con ello se declare su nulidad total.

En principio, es necesario establecer que del numeral citado en el párrafo precedente, se deduce el imperativo de analizar -inclusive de oficio- la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento debido de la competencia de la autoridad que emite el acto de autoridad.  

La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:
“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.

(Énfasis nuestro)
Ahora bien, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Esto es así porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de autoridad la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.

Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

Ahora bien, por lo que hace al acto impugnado, se aduce que el mismo es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis íntegro de la clausura contenida en el acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, se aprecia que sus emisores incumplieron con la obligación legal de establecer debidamente el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultad para dictar el acto de molestia al particular, ya que como puede verse del referido documento, se hace referencia al numeral 85 del Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Rio, San Luis Potosí, para decretar la clausura del establecimiento propiedad del aquí actor, así como se invocan como fundamento de la actuación los diversos numerales 206, fracción IV y 208 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí así como 836, 37, 90, 91 y 92 del ya invocado Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Rio, San Luis Potosí; sin embargo, con la cita de dichos preceptos no cumple a cabalidad la obligación de fundar debidamente la competencia material atribuida a la entidad que representa.

Para comprensión de lo anterior, se transcriben los dispositivos referidos:
REGLAMENTO DE COMERCIO PARA EL MUNICIPIO DE SANTA MARÍA DEL RIO, SAN LUIS POTOSÍ
ARTÍCULO 836 NO EXISTE
“ARTÍCULO 37.- LOS COMERCIANTES ESTABLECIDOS TENDRÁN LOS MISMOS DERECHOS Y OBLIGACIONES QUE SE ESTABLECEN EN EL PRESENTE REGLAMENTO, EN LO QUE LES SEA APLICABLE.”

ARTÍCULO 85.- LA INFRACCIÓN A LAS DISPOSICIONES DEL PRESENTE REGLAMENTO AMERITARA, DE ACUERDO ALA GRAVEDAD DE LAS MISMAS, LA APLICACIÓN DE LAS SIGUIENTES SANCIONES:

I.- AMONESTACIÓN POR ESCRITO PARA QUE SE CORRIJA O SUBSANE LA FALTA EN EL TÉRMINO QUE SE ACUERDE POR LA LEY.

II.- MULTA DE 10 A 100 SALARIOS MÍNIMOS.
III- ARRESTO HASTA POR 36 HORAS.

IV.- CANCELACIÓN DE LA LICENCIA.
V.- CLAUSURA TEMPORAL DEL ESTABLECIMIENTO COMERCIAL.
VI.- CLAUSURA DEFINITIVA DEL ESTABLECIMIENTO COMERCIAL.

VII.- DESOCUPACIÓN DEL LOCAL BAJO LA VIGILANCIA DE LOS INSPECTORES O DE LA FUERZA PÚBLICA.”

“ARTÍCULO 90.- EL PROCEDIMIENTO SE INICIARA CON EL ACTA DE INSPECCIÓN LEVANTADA POR EL INSPECTOR DEL RAMO HACIENDO CONSTAR LA INFRACCIÓN O VIOLACIÓN A LAS DISPOSICIONES DEL PRESENTE REGLAMENTO.”

“ARTÍCULO 91.- PARA LA INSPECCIÓN O VIGILANCIA E INCUMPLIMIENTO DE ESTE REGLAMENTO SE CONSIDERAN HÁBILES LOS 365 DÍAS DEL AÑO Y LAS 24 HORAS DEL DÍA.”

“ARTÍCULO 92.- LOS ACTOS DE INSPECCIÓN OBSERVARAN LAS SIGUIENTES REGLAS: 

I.- EL INSPECTOR DEBERÁ CONTAR CON ORDEN ESCRITA, QUE DEBERÁ EXPRESAR EL DOMICILIO DEL ESTABLECIMIENTO POR INSPECCIONAR, LA FECHA, EL PROPÓSITO DE SU VISTA Y SU FUNDAMENTO LEGAL, ASÍ COMO EL NOMBRE DE LA AUTORIDAD QUE EXPIDA LA ORDEN.

II.- LOS INSPECTORES DEBERÁN PRACTICAR LA VISITA DENTRO DE LAS 24 HRS. SIGUIENTES A LA EXPEDICIÓN DE LA ORDEN. 
III.- EL INSPECTOR DEBERÁ IDENTIFICARSE MEDIANTE CREDENCIA ANTE EL TITULAR O SU REPRESENTANTE LEGAL O ENCARGADO, MOSTRANDO LA ORDEN DE INSPECCIÓN.
IV.- EL INSPECTOR LEVANTARÁ ACTA CIRCUNSTANCIADA POR DUPLICADO, EN FORMAS FOLIADAS Y EXPRESARÁ EL NOMBRE DE LA PERSONA CON QUIEN SE ENTENDIÓ LA DILIGENCIA, LA FECHA Y EL LUGAR, ASÍ COMO EL RESULTADO DE LA MISMA, EL ACTA DEBERÁ SER FIRMADA POR EL INSPECTOR ASÍ COMO DE LA PERSONA QUIEN ATENDIÓ LA DILIGENCIA SI DESEA HACERLO Y POR DOS TESTIGOS DE ASISTENCIA, QUIENES ESTARÁN PRESENTES EN EL DESARROLLO DE LA MISMA, Y SERÁN PROPUESTOS POR ÉSTA, O EN SU NEGATIVA POR EL INSPECTOR.

V.- EL INSPECTOR COMUNICARÁ AL INTERESADO, HACIÉNDOLO CONSTAR EN EL ACTA, QUE EN CASO DE NO ESTAR DE ACUERDO CON LA INSPECCIÓN, CUENTA CON TRES DÍAS HÁBILES PARA PRESENTAR ANTE LA AUTORIDAD COMPETENTE, LAS PRUEBAS QUE A SU DERECHO CONVENGA. 

 VI.- UNO DE LOS TANTOS LEGIBLES DEL ACTA SE ENTREGARÁ AL INTERESADO, OTRO QUEDARA EN PODER DE LA AUTORIDAD CALIFICADORA EN SU CASO.”

CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
“ARTÍCULO 206. Las sanciones administrativas deberán estar previstas en las leyes o reglamentos respectivos, y podrán consistir en:

...

...

...
IV. Clausura temporal o permanente, parcial o total, y

...”

“ARTÍCULO 208. Para imponer una sanción la autoridad administrativa deberá notificar previamente al infractor del inicio del procedimiento, para que éste dentro de los quince días siguientes exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso aporte las pruebas con que cuente.”

De las disposiciones contenidas en el primero de los ordenamientos citados se desprende que en dicha normativa se establece que los comerciantes establecidos tendrán los mismos derechos y obligaciones que se establecen en dicho reglamento, que la infracción a las disposiciones del mismo ameritará, entre otras, la aplicación de la sanción de clausura temporal o definitiva, que el procedimiento se iniciará con el acta de inspección levantada por el inspector haciendo constar la infracción o violación a las disposiciones del reglamento y que para la inspección o vigilancia e incumplimiento del referido reglamento se consideran hábiles los 365 días del año y las 24 horas del día.
Igualmente, en el Reglamento aludido se definen las reglas a que está sujeto el procedimiento de inspección, destacándose las siguientes:

a) El inspector deberá contar con orden escrita, en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar, la fecha, el propósito de su vista y su fundamento legal, así como el nombre de la autoridad que expida la orden.
b) La visita deberá practicarse dentro de las 24 horas siguientes a la expedición de la orden. 
c) El inspector deberá identificarse mediante credencial ante el titular o su representante legal o encargado, mostrando la orden de inspección.

d) El inspector levantará acta circunstanciada por duplicado, en formas foliadas y expresará el nombre de la persona con quien se entendió la diligencia, la fecha y el lugar, así como el resultado de la misma; el acta deberá ser firmada por el inspector así como de la persona quien atendió la diligencia si desea hacerlo y por dos testigos de asistencia, quienes estarán presentes en el desarrollo de la misma, y serán propuestos por ésta, o en su negativa por el inspector.

e) El inspector deberá comunicar al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con la inspección, cuenta con tres días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas que a su derecho convenga. 

f) Se entregará al interesado uno de los tantos legibles del acta de inspección y otro quedara en poder de la autoridad calificadora en su caso.
Por su parte, de las disposiciones contenidas en el segundo de los ordenamientos invocados se desprende que las mismas regulan sanciones administrativas que podrán aplicarse a los particulares, las que deberán estar previstas en las leyes o reglamentos respectivos, y que podrán consistir entre otras, en la clausura temporal o permanente, parcial o total; y que para imponer una sanción la autoridad administrativa deberá notificar previamente al infractor del inicio del procedimiento, para que éste dentro de los quince días siguientes exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso aporte las pruebas con que cuente. 

Ahora, de la confronta de los numerales en cita se advierte que no contienen referencia concreta a la facultad de la emisora del acto aquí impugnado, contenido en clausura contenida en el acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, firmada por los inspectores Marco Antonio Ballina Tenorio y J. Rosario Salazar Salazar, pues si bien se encuentra fundado en los dispositivos 85 del Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Rio, San Luis Potosí, para decretar la clausura del establecimiento propiedad del aquí actor, así como los diversos numerales 206, fracción IV y 208 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí así como 836, 37, 90, 91 y 92 del ya invocado Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Rio, San Luis Potosí; empero de ninguno de dichos dispositivos se desprende la facultad de los citados inspectores para decretar la clausura del establecimiento comercial propiedad el aquí actor, siendo evidente además que no se advierte cita del artículo, fracción, inciso que contenga la atribución de los referidos inspectores para decretar la clausura, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello, lo que implica incumplimiento a lo dispuesto por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, que dice:

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tienen aplicación a la controversia de referencia el siguiente criterio jurisprudencial:
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

A mayor abundamiento se debe señalar que de los dispositivos invocados por las enjuiciadas no se desprende ninguna facultad para que en su calidad de Inspectores de Comercio adscritos a la Dirección de Comercio y Giros Mercantiles del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, San Luis Potosí, haya llevado a cabo la Clausura Temporal de la negociación propiedad el aquí actor, ni mucho menos, que se encuentren facultados para haber puesto los Sellos de la Clausura en mención

Lo anterior porque aún y cuando el propio Reglamento establece en forma clara y precisa el procedimiento a seguir previo a la imposición de cualquier sanción, según el numeral 92 del Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Rio, San Luis Potosí; las autoridades demandadas inspectores de Comercio adscritos a la Dirección de Comercio y Giros Mercantiles del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, San Luis Potosí, en forma unilateral y arbitraria, el pasado dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, procedieron a llevar a cabo la inspección al establecimiento aludido, primeramente sin que mediara una orden por escrito emitida por una autoridad facultada para ello, para después señalar que en vista de que la persona que atendió la diligencia no presentó la documentación que avalara la autorización por parte del Ayuntamiento, ordenó la Clausura Temporal del Establecimiento Comercial, procediendo en forma inmediata a su clausura y la colocación de los sellos. (Véase foja 15).

Sin embargo, la demandada pasó por alto que la Clausura Temporal, es una sanción contemplada en el artículo 85, fracción V, del citado Reglamento de Comercio para el Municipio de Santa María del Río San Luis Potosí, que se debe imponer previo a un procedimiento, por lo que de suyo implica que esa decisión administrativa se emitiera por una autoridad incompetente para ello, además, contiene vicios de procedimiento que afectaron las defensas del demandante y que trascendieron el sentido del acto combatido, en la medida que la sanción se impuso fuera del procedimiento en la forma en que ha sido señalado con antelación.  

Así las cosas, el suscrito Titular de esta Sala Unitaria concluye que clausura contenida en el acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracciones I, II y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que conforme al estudio realizado se demostró que fue emitido por autoridad que carece de competencia, aunad a que no se fundó la competencia de las emisoras y fue emitido con vicios de procedimiento que afectaron las defensas del particular, decretándose en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código invocado, su NULIDAD e INVALIDEZ, por las razones y motivos expuestos con anterioridad, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución   Federal.

C. Efectos.
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que realice las acciones siguientes:

· Cancele los registros inherentes a la clausura del establecimiento propiedad del actor declarada ilegal.

· Sin que implique mayor pronunciamiento sobre el retiro de los sellos que fueron impuestos al establecimiento comercial, dado que dicho efecto fue cumplimentado en atención a la medida cautelar decretada en proveído de trece de diciembre de dos mil veintiuno. 
En atención al resultado al que se llegó, se hace innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en los conceptos de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia cuyo rubro dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.”
  

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracciones I, II, y IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la boleta de clausura contenida en el acta de inspección de dieciséis de octubre de dos mil veintiuno, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por buzón electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola.

Magistrado de la Tercera Sala Unitaria 

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Artículo 252, párrafo cuarto, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 


� Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5 


� Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página:   154


      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743





